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Inadmisibilidad del recurso de casación 

Para que proceda el recurso de casación 
se debe cumplir con la fundamentación 
exigida por el artículo 430 del Código 
Procesal Penal, así como realizar la 
fundamentación suficiente para demostrar 
un genuino interés casacional, 
consignando adicional y puntualmente las 
razones que justifican el desarrollo de 
doctrina jurisprudencial.

Lima, cinco de julio de dos mil veintidós 

AUTOS Y VISTOS: el recurso de 
casación interpuesto por Gerardo Maximiliano Martínez Huaytalla, contra 
la Resolución número 33, del nueve de diciembre de dos mil veinte, emitida 
por la Primera Sala Penal de Apelaciones de la Corte Superior de Justicia de 
Arequipa, que declaró fundada en parte la apelación formulada por el 
recurrente, revocó la sentencia de primera instancia, del ocho de enero de dos 
mil veinte, en la parte que declaró, al recurrente, como autor del delito de uso 
de documento privado falso y le impuso dos años y dos meses de pena 
privativa de libertad suspendida por un año y diez meses y reformándola, 
declaró extinguida por prescripción la acción penal; asimismo, declaró 
infundada en parte la citada apelación en el extremo en el que cuestionó la 
reparación civil y confirmó la imposición del pago de S/ 6,000.00 (seis mil 

soles) a favor del agraviado William Alberto Cano Castro y de S/ 5,000.00 
(cinco mil soles) a favor de Sunarp; con lo demás que contiene. 

Intervino como ponente el señor juez supremo SEQUEIROS VARGAS. 

CONSIDERANDO 

Primero. Delimitación del pronunciamiento 
1.1. El recurso de casación se interpuso en virtud del presupuesto objetivo 

estipulado en el inciso 4 del artículo 427 del Código Procesal Penal 
(en adelante CPP), esto es, bajo los alcances de la casación excepcional. 

1.2. Asimismo, invocó los incisos 1 y 5 del artículo 429 del CPP. 

Segundo. Fundamentos del recurso de casación
2.1.  La Sala Superior interpreta de forma errada, el contenido del artículo 

12, inciso 3, del CPP, pues asume que resulta posible fijar la 
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reparación civil, aun cuando se encontraría extinguida por 
prescripción la acción penal, circunstancia que no admite el CPP, pues 
no se puede confundir o equiparar una sentencia absolutoria o un auto 
de sobreseimiento, a la extinción por prescripción de la acción penal. 

2.2. Señala que, declarada la prescripción penal, esta absorbe el extremo 
civil de la sentencia. 

Tercero. Evaluación del recurso 
3.1 De conformidad con el artículo 430, inciso 6, del CPP, le corresponde 

a este Tribunal Supremo, determinar si el auto concesorio del recurso 
de casación presentado se encuentra arreglado a derecho, esto es, 
verificar si el citado recurso cumple con todos los presupuestos 
procesales que la ley exige para su procedencia y así conocer el fondo 
del asunto. 

3.2. La casación tiene por finalidad, establecer jurisprudencia uniforme y 
encaminar el correcto entendimiento de las normas legales, así como 
preservar las garantías constitucionales cuando existen evidentes 
signos de vulneración, condiciones que en este caso no se han 
planteado, pues el impugnante reclama una errada interpretación de la 
ley penal, lo que no es correcto, ya que la sentencia se ha 
fundamentado de manera razonable y completa respecto a la 
reparación civil. 

3.3. De la revisión del recurso de casación, se tiene que, la referencia 
jurisprudencial indicada por el recurrente no tiene carácter vinculante 
ni es uniforme, debido a que ya está consolidada la jurisprudencia que 
determina que la responsabilidad civil, no sigue las pautas de la 
responsabilidad penal, sino que esta circunscrita a las 
responsabilidades que establece el Código Civil, por tanto la 
vinculación procesal que se determina en la norma procesal penal, no 
determina una secuencia vinculante obligatoria, donde el resultado 
favorable del proceso penal, lleva implícita la exención de 
responsabilidad civil, sino que cada ilícito (civil y penal) tienen sus 
propias normas de validación sustancial, en consecuencia, la 
prescripción de la acción penal, no determina la absorción de la 
responsabilidad civil, como refiere el recurrente.   

3.4. La Casación 1803-2018/Lambayeque, aclara que la responsabilidad 
civil, en sede penal no deriva propiamente de la comisión de una 
infracción penal —su fundamento no es el delito, sino el daño ocasionado—, 
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por tanto, es procedente a fijación de una reparación civil, aun cuando 
la causa penal concluye de manera favorable al imputado. 

3.5. Si la absolución y el sobreseimiento, por otras razones de la acción 
penal, determinan la vigencia de la responsabilidad civil, con mayor 
razón en el caso de la prescripción de la acción penal, que solo 
concluye con el proceso por el transcurso del tiempo y no porque no 
haya responsabilidad penal o el caso no sea típico, por tanto, la 
determinación de la responsabilidad civil concluido un proceso penal, 
no esta condicionado al resultado de este, debiendo evaluarse el 
extremo del resarcimiento del daño bajo criterios de responsabilidad 
civil. 

3.6.    Finalmente, en cuanto a la fundamentación del recurso para evaluar el 
interés casacional, al existir ya pronunciamiento por parte de este 
Tribunal Supremo, carece de sustento, por lo demás el recurrente o ha 
desarrollado de manera cumplida cual debería ser el criterio que 
sustente su postura y en razón de que teoría jurídica o norma legal 
cuya interpretación debió indicarse, en consecuencia no se ha 
justificado el interés casacional que regula la norma como requisito 
para admitir este recurso extraordinario. 

3.7. En consecuencia, no se advierte vulneración de ningún derecho 
constitucional y tampoco hay defecto de motivación en la resolución 
recurrida o defecto de interpretación normativa o sustancial, siendo 
correcta la decisión y al no advertirse ninguna causal legalmente 
válida para admitir la casación, el presente recurso deviene en 
inadmisible. 

Cuarto. Costas procesales  
4.1.   El artículo 504, inciso 2, del CPP establece que las costas serán 

pagadas por quien interpuso un recurso sin éxito, las cuales se 
imponen de oficio, conforme al artículo 497, inciso 2, del citado 
cuerpo normativo, y en el presente caso no existen motivos fundados 
para su exoneración. 

DECISIÓN 

Por estos fundamentos, los señores jueces supremos integrantes de la Sala 
Penal Permanente de la Corte Suprema de Justicia de la República:  
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I. DECLARARON NULO el concesorio contenido en la Resolución
número 34, emitida el veintiuno de enero de dos mil veintiuno por la
Primera Sala Penal de Apelaciones de la Corte Superior de Justicia de
Arequipa, e INADMISIBLE el recurso de casación interpuesto por
Gerardo Maximiliano Martínez Huaytalla contra la Resolución
número 33, del nueve de diciembre de dos mil veinte, emitida por la
Primera Sala Penal de Apelaciones de la Corte Superior de Justicia de
Arequipa, que declaró fundada en parte la apelación formulada por el
recurrente, revocó la sentencia de primera instancia, del ocho de enero
de dos mil veinte, en la parte que declaró, al recurrente, como autor
del delito de uso de documento privado falso y le impuso dos años y
dos meses de pena privativa de libertad suspendida por un año y diez
meses y reformándola, declaró extinguida por prescripción la acción
penal; asimismo, declaró infundada en parte la citada apelación en el
extremo en el que cuestionó la reparación civil y confirmó la
imposición del pago de S/ 6,000.00 (seis mil soles) a favor del agraviado
William Alberto Cano Castro y de S/ 5,000.00 (cinco mil soles) a favor
de Sunarp; con lo demás que contiene.

II. IMPUSIERON al recurrente el pago de las costas procesales, que
serán liquidadas por la Secretaría de esta Suprema Sala y ejecutadas
por el secretario del Juzgado de Investigación Preparatoria
correspondiente, conforme al artículo 506 del CPP.

III. ORDENARON que se notifique a las partes procesales apersonadas
en esta sede suprema.

IV. DISPUSIERON que se transcriba la presente ejecutoria al Tribunal
Superior de origen y que se dé cumplimiento.

S. S. 

SAN MARTÍN CASTRO 

ALTABÁS KAJATT 

SEQUEIROS VARGAS 

COAGUILA CHÁVEZ 

CARBAJAL CHÁVEZ 

IASV/masr  



EXP. N.° 01526-2012-PA/TC

AYACUCHO

MARCO ANTONIO

GARCÍA VERA

RESOLUCIÓN DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL 

Lima, 1 de julio de 2013 

VISTO 

El recurso de agravio constitucional interpuesto por don Marco Antonio 

García Vera contra la resolución de fecha 31 de enero de 2012, de fojas 80, 

expedida por la Sala Civil de Huamanga la Corte Superior de Justicia de Ayacucho, 

que, confirmando la apelada, declaró improcedente la demanda de autos; y, 

ATENDIENDO A 

1.  Que con fecha 26 de octubre de 2011, el recurrente interpone demanda de

amparo contra la Sala Civil de la Corte Superior de Justicia de Ayacucho, con

la finalidad de que se deje sin efecto la resolución Nº 7, de fecha 17 de agosto

de 2011, que confirmó la resolución de primer instancia que declaró fundada la

excepción de prescripción extintiva propuesta por los demandados; y que en

consecuencia, se emita nueva resolución debidamente motivada, en los

seguidos contra Nicanor Medrano Saavedra y otros, sobre indemnización.

Sostiene que la resolución cuestionada al momento de resolver la excepción de

prescripción extintiva no ha tenido en cuenta que los hechos que sustentan su

demanda han sido objeto de un proceso penal que interrumpió el plazo de

prescripción para demandar. A su juicio, con dicho pronunciamiento se está

vulnerando sus derechos al debido proceso y  a la tutela jurisdiccional efectiva.

2.  Que con resolución de fecha 3 de noviembre de 2011, el Juzgado Especializado

en Derecho Constitucional de Huamanga declaró improcedente la demanda,

por considerar que la resolución judicial cuestionada no tiene la calidad de

firmeza exigido por el Código Procesal Constitucional. A su turno, la Sala

revisora confirma la apelada por similares fundamentos, agregando que el

recurrente consintió la resolución que dice afectarlo.

3.  Que este Colegiado tiene a bien reiterar que el amparo contra resoluciones

judiciales no puede servir para replantear una controversia resuelta por los

órganos jurisdiccionales ordinarios, pues no constituye un medio impugnatorio



que continúe revisando una decisión que sea de exclusiva competencia de la 

jurisdicción ordinaria. En este sentido recalca que el amparo contra 

resoluciones judiciales requiere, como presupuesto procesal indispensable, la 

constatación de un agravio manifiesto a los derechos fundamentales de las 

personas que comprometa seriamente su contenido constitucionalmente 

protegido (artículo 5º, inciso 1 del Código Procesal Constitucional). 

4.  Que este Tribunal advierte que en el presente caso la pretensión del recurrente

no está referida al ámbito constitucionalmente protegido de los derechos que

invoca, toda vez que la interpretación de los artículos 1996º y 2001º, inciso 4)

del Código Civil, referido a la interrupción y plazos de la prescripción, es una

atribución del Juez ordinario, quien en todo caso debe orientarse por las reglas

de derecho material establecidas para tal propósito así como por los valores y

principios constitucionales que informan la función jurisdiccional, no siendo de

competencia ratione materiae del juez constitucional evaluar la comprensión

del mismo realice la judicatura, a menos que de ésta pueda constatarse una

arbitrariedad manifiesta que ponga en evidencia la violación de derechos de

naturaleza constitucional, lo que sin embargo no ha ocurrido en el presente

caso.

5.  Que en el caso de autos el recurrente solicita se deje sin efecto la resolución Nº

7, de fecha 17 de agosto de 2011, que confirmó la resolución de primer instancia

que declaró fundada la excepción de prescripción extintiva propuesta por los

demandados, y que en consecuencia se emita nueva resolución debidamente

motivada, en los seguidos contra Nicanor Medrano Saavedra y otros, sobre

indemnización, alegando la vulneración de sus derechos al debido proceso y a

la tutela jurisdiccional efectiva. Al respecto se aprecia de autos que la

resolución objetada se encuentra adecuadamente sustentada, al argumentar que

teniendo en cuenta la emisión de la resolución administrativa de fecha 4 de

octubre de 2005, que declaró improcedente la nulidad de oficio del acto

administrativo (Resolución Ejecutiva Regional Nº 464-2004-GRA7 PRES), del

cual el recurrente reclama los efectos indemnizatorios, es a partir de dicha fecha

que podía ejercer su derecho de acción, sin embargo recién lo hizo el 2 de

diciembre de 2009, transcurriendo con exceso el plazo contemplado en el

artículo 2001º, inciso 4)  del Código Civil. Asimismo, se esclarece que no se

contempla interrupción a dicho plazo bajo la aplicación del artículo 100º del

Código Penal, referido a la inextinguibilidad de la acción civil, bajo el alegato

de que se habría denunciado por los mismos hechos a los demandados del

proceso subyacente, puntualizándose que ello se refiere a la acción civil

(derivada de un hecho punible declarado judicialmente) y no al caso concreto



de indemnización pretendida, por cuanto esta no se deriva de un proceso penal, 

más aún cuando el indicado proceso penal ha concluido por prescripción. 

6.  Que, en consecuencia, se observa que lo que en realidad el recurrente cuestiona

es el criterio jurisdiccional adoptado, asunto que no es de competencia

constitucional, a menos que pueda constatarse una arbitrariedad manifiesta por

parte de la instancia judicial  respectiva que ponga en evidencia la violación de

derechos de naturaleza constitucional, lo que no ha ocurrido en el presente caso.

Y al margen de que tales fundamentos resulten o no compartidos en su

integridad, constituyen justificación suficiente que respalda la decisión

jurisdiccional adoptada, por lo que no procede su revisión a través del proceso

de amparo.

7.  Que en consecuencia, no apreciándose que los hechos y el petitorio de la

demanda incidan en el contenido constitucionalmente protegido de los derechos

que invoca el recurrente, resulta aplicable lo previsto en el inciso 1) del artículo

5° del Código Procesal Constitucional

Por estas consideraciones, el Tribunal Constitucional, con la autoridad que le

confiere la Constitución Política del Perú 

RESUELVE 

Declarar IMPROCEDENTE la demanda. 

Publíquese y notifíquese. 

SS. 

MESÍA RAMÍREZ 

ETO CRUZ 

ÁLVAREZ MIRANDA 


